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INTRODUCCIÓN

Durante 2007, se concretó –entró en vigor– la creación de dos nuevas regiones en Chile: de Los Ríos (parte de la antigua Región de Los Lagos) y de Arica y Parinacota (parte de la antigua Región de Tarapacá), completándose un diseño político-administrativo nacional de 15 regiones. La medida respondió, principalmente, a demandas históricas de comunidades (provincias y ciudades) que hasta entonces pertenecían a regiones de gran extensión y que se sentían postergadas de un desarrollo concentrado, sobre todo, en las cabeceras regionales (Puerto Montt e Iquique, respectivamente).

Si bien la creación de esas regiones tuvo, además de la demanda ciudadana, justificaciones económicas, geográficas y sociales ampliamente estudiadas, es cierto también que la medida recibió y recibe críticas importantes de diferentes actores del quehacer público. Es allí donde se pueden encontrar las razones que justifican la realización de un estudio que quiere evaluar la División Político-Administrativa del país, de manera de contar con criterios y elementos que aporten a la consideración del diseño vigente y que permitan, a la vez, definir herramientas que sirvan para potenciar el desarrollo de las regiones existentes, sean ellas cuales sean.
Consecuentemente, durante el segundo semestre de 2007, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior contrató a la Pontificia Universidad Católica de Chile, Instituto de Geografía, para que desarrollara el estudio “Evaluación de la División Político Administrativa Vigente”, cuyo resumen ejecutivo presentamos en este documento.
El estudio tuvo como objetivo central analizar y valorar, en el contexto actual de la nación, la pertinencia de los criterios y postulados que dieron origen a la División Político-Administrativa (DPA). El modelo de DPA vigente es, en lo grueso, producto del proceso de Regionalización llevado a cabo en Chile a mediados de la década de 1970. A más de tres décadas de su instauración, y en consideración a la incorporación de dos nuevas regiones al mapa nacional, se hace necesario, en efecto, discutir y evaluar la aplicación de los criterios que se utilizaron en ese momento y cómo esa aplicación explica y fue configurando nuestras regiones. Sin perjuicio de las motivaciones del estudio, es importante aclarar que la evaluación se realizó sobre las 13 regiones originales, debido a la insuficiencia o ausencia de información estadística referida a las provincias que componen las dos regiones recién creadas.

El primer capítulo define la evolución reciente de nuestra DPA –desde la propuesta de CORFO de mediados del siglo XX, hasta nuestros días– y los principales conceptos que deberían ser considerados en el desarrollo de una propuesta de evaluación de la misma. Para la elaboración de estos contenidos, fueron considerados los resultados de un taller de discusión realizado entre académicos de la Universidad, referido a las interrogantes clave tratadas durante el desarrollo de las distintas etapas del estudio; también se tomó en cuenta el contexto histórico en que se ha llevado a cabo la regionalización del país y que, finalmente, conduce a la actual DPA.

Un segundo apartado se refiere a la metodología general del estudio, y en él se especifican las actividades realizadas en cada una de las etapas del trabajo.


En los apartados tercero y cuarto, se exponen los principales resultados. En primer lugar se revisan los resultados de la aplicación de un Índice de Coherencia Regional (ICR). Luego se desarrolla lo que se denominó etapa prospectiva, que aborda dimensiones consideradas relevantes para la evaluación de la DPA, no obstante no fueran incorporadas al ICR, por decisión conjunta del equipo consultor y la contraparte técnica.


Un último capítulo presenta ciertas consideraciones finales y una visión general respecto de los principales elementos a considerar en la DPA futura.
1. MARCO CONCEPTUAL 
Los contenidos de esta primera parte se basan, por un lado, en los resultados del taller realizado entre académicos, que tuvo por objetivo establecer el estado del arte de la discusión sobre regionalización y conceptualizar a la región, en el marco de los objetivos de descentralización y desconcentración que busca la DPA. Por otro lado, tiene base en una revisión bibliográfica que incluyó estudios y teoría en geografía regional, insumos de trabajos anteriores realizados por SUBDERE y marco legal-normativo relacionado con el tema (incluidos los proyectos de ley presentados por el Ejecutivo para la creación de las regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos).
Al revisar la evolución de los estudios y procesos regionales en el mundo, es posible establecer correspondencias significativas entre los procesos vividos en nuestro país –y sus fundamentos–, y los de otros países. En el caso de la Geografía Regional, que definía zonas homogéneas con fines más bien descriptivos y funcionales, la zonificación realizada por CORFO en 1950 es un buen ejemplo: identificación de zonas homogéneas en fisonomía y características económicas, pero sin la función de establecer límites que facilitaran tareas de administración o gestión del territorio. En el caso de los aportes desarrollados por ODEPLAN, a partir del año 1965, y que fueron antecedentes claves considerados por CONARA para la Regionalización de 1974, existe una clara tendencia a utilizar las herramientas del análisis cuantitativo y la modelación estadística; en este diseño, predominaba el criterio de que cada región debía contar con autonomía económica, y adquirían importancia principal, por lo tanto, aspectos de economía regional. Este diseño constituyó regiones para fines de planificación, solamente, y no fue considerado exactamente en el modelo posterior de CONARA.
CONARA, en efecto, rescata las particularidades del proceso político que vivía el país en los años ‘70. Si bien se enfatiza, en la Regionalización, la necesidad de dotar a Chile de un sistema que permitiera modernizar el aparato estatal y descentralizar y desconcentrar las tareas administrativas, estos objetivos apuntaban a “dinamizar la coordinación y participación de las regiones en el desarrollo económico del país, principalmente” (CONARA, 1976). Así, la visión de desarrollo que se instauraba a partir de los postulados neoliberales, se hace presente en la forma en que se estructuró el territorio de la nación.

La región era concebida, sobre todo, como una unidad subnacional que debía responder a objetivos nacionales, más que para estar destinada a transformarse en una colectividad territorial con proyecto político propio, como parece ser la idea de región dominante en la literatura especializada. Si bien se avanza en la desconcentración de la estructura de ministerios y servicios en las 13 regiones político-administrativas que se crean, por la naturaleza del régimen y por las condiciones de funcionamiento de la economía, el avance en materia de descentralización es mínimo. De esta forma, las regiones corresponden a unidades para mejor administrar el país, en un modelo en que éstas deben insertarse aprovechando sus ventajas comparativas.
Con todo, tras un profundo análisis de las políticas ejecutadas en Chile, se confirma la inexistencia de una teoría de regionalización y, por lo tanto, de una regionalización óptima que permita la satisfacción de todos los involucrados.
Otro elemento a considerar es que las transformaciones y cambios políticos, económicos y sociales ocurridos en las últimas tres décadas en Chile, si bien han tenido impactos sobre las formas de administrar y gestionar el desarrollo por parte del Estado –y su despliegue sobre el territorio–, sobre todo han planteando e impuesto nuevos desafíos, en términos de funciones y atribuciones de aquél, cuyo carácter ha sido y es marcadamente centralista y unitario.

Estas transformaciones adquieren importancia a la hora de evaluar los criterios utilizados para la definición de regiones en el pasado y, sobre todo, al analizar posibles nuevos criterios a incorporar en cualquier ejercicio de evaluación de la actual DPA. Entre las principales transformaciones que deben considerarse se encuentran:
· Crecimiento económico sostenido, asociado a la apertura e integración económica y a la creación y consolidación de bloques o acuerdos comerciales.

· Variación del patrón de ocupación del territorio: problemas de desarraigo y desequilibrio territorial.

· Mayor capacidad de participación ciudadana.

Los ciudadanos y la identidad territorial como bases para una nueva discusión:
La definición de nuevas regiones y otras unidades territoriales corresponde, en forma legítima, a los poderes del Estado por cuanto, además de su estrecha relación con el Sistema de Gobierno Interior, dicha determinación tiene impacto en la estructuración del territorio nacional. Pero lo que parece claro hoy, en un mundo convulsionado por movilizaciones y demandas de la sociedad civil –que van desde la protección ambiental a la defensa de identidades étnicas, pasando por todo tipo de reclamaciones locales específicas–, es que la región debe considerar la dimensión política relativa a la participación ciudadana, ya no para generar nuevas unidades, sino para fortalecer las existentes. Quedó atrás la época en que las regiones se definían tan sólo con criterios geográficos, físicos y sociales. El mundo se ha poblado de movimientos regionalistas que demandan el respeto a identidades y reclamaciones de base territorial. 

Asimismo, la presencia ciudadana es hoy más importante que antes como sostén de regiones con prestancia política dentro de los sistemas políticos nacionales. La globalización económica, realidad emergida de las formas agresivas de capitalismo predominantes, gatilla contrarreacciones de parte de quienes ven amenazados su calidad de vida, su paisaje, sus costumbres y sus identidades territoriales debido a las inversiones privadas y públicas (nuevas plantas industriales, carreteras, puertos, gasoductos, etc.). El “movimientismo” que caracteriza hoy a la sociedad civil a nivel local, en tantos y tantos países, constituye la contracara de la agresión “global” que el nuevo capitalismo deja caer sobre los territorios subnacionales.

En este contexto y como sustento clave de los procesos de regionalización, la descentralización política adquiere una importancia máxima. Entendida como el ajuste a las identidades territoriales o, mejor dicho, vista en su dimensión social-identitaria, la descentralización política plantea dilemas nada sencillos de resolver:
· Por una parte, en el interés de cada comunidad o grupo local, estaría el disponer del recurso institucional que significa una unidad administrativa “propia”, aunque ello debilite al conjunto de las unidades “interiores” del país frente al centro político.

· Por otro lado, está el dilema entre el respeto a las peculiaridades subnacionales y las menores desigualdades sociales. La descentralización política, tanto a nivel intra-urbano en grandes ciudades como a nivel regional en cada país, puede dejar espacio libre para el aumento de las disparidades en los niveles y la calidad de vida. La experiencia internacional y los estudios así lo demuestran. En contraposición, conservar las tradicionales políticas universalistas, especialmente las sociales, podría aplanar en demasía los rasgos propios de cada localidad o territorio subnacional o, lo que no es sino lo mismo, adolecer del consabido centralismo.

Una descentralización política apoyada en la presencia ciudadana parece una combinación adecuada para los tiempos que se viven. Parece la única forma de hacer frente a la formidable homogeneización cultural que la globalización de las economías promueve. Asimismo, parece la mejor manera de resistir las agresiones que se descargan hoy sobre los territorios, sistemas naturales y comunidades locales y regionales. Por último, parece una forma adecuada de recomponer el reparto de poder entre las regiones y la nación.

El desarrollo de formas flexibles de regionalismo –entendido éste como la contraparte política de la regionalización político-administrativa–, de escala adaptable, necesariamente requiere de comunidades locales movilizadas, “despiertas” y conscientes de su poder o responsabilidad para la defensa de sus derechos e intereses (“empoderadas”). Sin la presencia ciudadana, los esquemas alternativos o flexibles de división político-administrativa no pasan de ser propuestas formales o academicistas, carentes de posibilidad de concreción.

Los postulados anteriores permiten plantear una posición acerca del para qué (utilidad) y por qué (fundamentos) de la División Político-Administrativa. Esto se traduce en las siguientes acciones:
· Discutir la validez y relación que existe entre desarrollo, administración y gobierno, y los límites político-administrativos vigentes.
· Dado el funcionamiento actual del modelo de desarrollo, evaluar si existe o no el espacio para una división político-administrativa flexible, tanto desde el punto de vista de los límites como de las funciones de gobierno y administración de cada unidad (región).
· Evaluar y justificar la pertinencia actual de los principales criterios (variables e indicadores) que fueron utilizados por CONARA en el proceso de Regionalización de 1974, y que dan origen al diseño actual.
2. METODOLOGÍA GENERAL DEL ESTUDIO 
Fueron consideradas dos etapas, a saber:
2.1. Etapa 1: Índice de Coherencia Regional
La primera se enfoca en la construcción de una herramienta que permita evaluar la pertinencia de la DPA, a la luz de los postulados que sustentaron su creación en 1974. De esta manera, surge un modelo traducido en un Índice de Coherencia Regional, que reclasifica en 5 criterios los principales fundamentos de la Regionalización, más otros que fueron definidos por el equipo consultor en conjunto con la contraparte técnica, y validados en un panel de expertos externos al proyecto. El modelo es el siguiente, y el Índice de Coherencia Regional es la resultante de sumar los índices obtenidos para cada criterio:
CUADRO Nº 1

Cálculo Índice de Coherencia Regional
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Fuente: Estudio PUC

Con la finalidad de analizar los resultados obtenidos en esta etapa, así como en la segunda que se describe más adelante, se definieron macrozonas, entendidas como: la agrupación de regiones que poseen relaciones de intercambio comunes, con vocaciones territoriales, funcionales y económico-productivas similares, es decir que presentan una configuración territorial comparable. Estas unidades constituyen parámetros de comparación para las regiones individuales de similares características en cuanto a los componentes que sustentaron la Regionalización de 1974. La utilidad de este ejercicio está, además, en que las macrozonas permiten situar a la región en un contexto mayor y, junto a ello, también expresar la posición de ésta en el ámbito nacional.

Las macrozonas quedaron establecidas de la siguiente manera:

CUADRO Nº 2
Conformación Macrozonas

	Macrozona
	Características

	Macrozona del Desierto
	Se compone de las regiones de Tarapacá, Antofagasta, Atacama y Coquimbo y se caracteriza principalmente por una homogeneidad geográfica en los ámbitos climáticos y físicos. El desierto de Atacama o el semidesierto predominan en toda esta macrozona, por lo que los poblados se concentran en los sectores costeros o en las escasas quebradas o ríos que la cruzan. Las actividades económicas predominantes corresponden a minería, actividades pesqueras, servicios en las ciudades principales y una incipiente agricultura hacia la Región de Coquimbo. Esta macrozona tiene una extensión territorial que la asimila al Norte Grande definido por la regionalización de CORFO.

	Macrozona Faja Central Metropolitana


	Concentra a las regiones de Valparaíso, Metropolitana y del Libertador General Bernardo O’Higgins. Su principal característica es que contiene las principales áreas metropolitanas del país y sus respectivas áreas de influencia. Sus actividades económicas predominantes corresponden a  servicios en las grandes áreas metropolitanas y agricultura en los respectivos hinterlands. La región de O’Higgins presenta relaciones de intercambio y complementación económica con la Metropolitana, en el sentido de consumo de la producción regional, y con la región de Valparaíso, para el transporte de sus mercancías hacía el exterior del país. El principal factor de homogeneidad de esta macrozona es, entonces, el económico, aunque también hay uniformidad en los ámbitos físicos y climáticos.

	Macrozona

 Productiva Exportadora


	Agrupa a las regiones del Maule, del Biobío y de la Araucanía. A pesar de poseer una alta homogeneidad física y climática, esta macrozona se define por las actividades económicas principales que se desarrollan en su interior. En las tres regiones que la componen, las actividades relacionadas con el agro o lo forestal predominan en extensión territorial. Las áreas metropolitanas localizadas en esta macrozona actúan como centros de servicios, pero su importancia en la economía regional es mucho menor que la de las áreas metropolitanas de la macrozona central metropolitana.

	Macrozona de Los Lagos y Canales Australes
	Se caracteriza por tener una geografía abrupta con muchas barreras físicas a la accesibilidad. Fiordos, canales e islas predominan en esta macrozona y gran parte de ella presenta homogeneidad física y climática. Se alejan de estas características las comunas del sector norte de la Región de Los Lagos, pero la principal función económica de esa región se relaciona con sus aptitudes marítimas y pesqueras, que le otorgan una homogeneidad económica con Aysén y Magallanes. Al igual que la macrozona del desierto, la población tiende a concentrarse en sectores de mayor accesibilidad y donde las condiciones físicas son más benevolentes y aptas para la vida.


Fuente: Estudio PUC
Análisis de resultados del Índice de Coherencia Regional
Dado que la coherencia regional debe ser entendida tanto en su globalidad (resultados del índice a nivel país) como también en las coherencias parciales (por criterio), se utilizaron tres formas de interpretación de los resultados:

· Criterios por macrozona: con la finalidad de obtener un análisis más pertinente, los resultados obtenidos por las regiones en cada criterio se compararon con la correspondiente macrozona.
· Índice de coherencia regional nivel país: el análisis en el contexto nacional fue realizado a partir de categorías de regiones definidas mediante el uso de cuartiles:

CUADRO Nº 3
Cuartiles de Coherencia Regional
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Fuente: Estudio PUC
· Análisis tipológico de la coherencia regional: para la descripción de los resultados a nivel nacional, se realizó un análisis estadístico que permitiera generar tipologías de regiones, según sus similitudes en los resultados obtenidos en la aplicación de los criterios. Para ello, se utilizó el análisis de clasificación de conglomerados de K-medias
, obteniéndose 4 grupos tipológicos.
La metodología de la primera etapa se sintetiza en el siguiente diagrama:

FIGURA Nº 1
Metodología Etapa 1

2.2. Etapa 2: análisis prospectivo

La segunda fase de la metodología correspondió al análisis cualitativo y prospectivo de la División Político-Administrativa, en base a fuentes de información primaria y secundaria. Se revisaron los fundamentos cualitativos de la DPA vigente, además de establecerse una visión complementaria al modelo de Coherencia Regional. De esta forma, se pudo incorporar al análisis elementos que, por sus características, no pudieron ser ingresados al modelo. Por otro lado, se buscó establecer una serie de propuestas para la evaluación futura de la DPA. Los elementos considerados en esta etapa fueron:

· Elementos identitarios: la discusión con respecto a este tema se enfoca en el cambio del paradigma histórico y las nuevas formas de construcción de las identidades regionales emergentes.

· Representatividad electoral: en este punto se analizó el grado de representatividad que posee el modelo vigente, en relación con los elementos que conforman los sistemas electorales.

· Territorios fronterizos: este elemento correspondió a uno de los fundamentos principales de la regionalización de CONARA, por lo que tuvo un impacto importante en la configuración regional que esa institución estableció en 1974.
· Competitividad regional: este elemento puede ser considerado una consecuencia directa de la forma y magnitud en que la DPA vigente ha impactado en el destino de las regiones, en aspectos como la dotación de recursos naturales, el dinamismo del sistema económico regional o el desarrollo de ciencia, investigación e innovación; conocer estos impactos resulta de especial interés para evaluar el estado actual de las regiones.

La metodología de la segunda etapa se sintetiza en el siguiente diagrama:

FIGURA Nº 2
Metodología Etapa 2
3. RESULTADOS

3.1. Resultados Etapa I: aplicación del Índice de Coherencia Regional

3.1.1. Definiciones previas

El concepto de coherencia tiene su origen en el campo de la lingüística y se refiere a la propiedad que posee la formación de un texto cualquiera, en cuanto a su equilibrio, relación y conexión (RAE, 2007). La existencia de esta condición se expresa en la posibilidad de identificar un significado global del conjunto de un escrito, en el cual existen ideas secundarias que van construyendo paulatinamente su contenido y mensaje más amplio.

En base a esta definición, el concepto de región queda definido en su concepción más básica y general, como una unidad diferenciada de la superficie terrestre. Se puede distinguir a partir de atributos que provienen de las condiciones del sistema natural que confluyen en ella, así como de las características de las sociedades humanas que moldean y adaptan sus modos de vida a esa porción del espacio terrestre.

Una primera interrogante, en la definición de la coherencia regional, tiene que ver justamente con los componentes que podrían sustentar esa condición y cómo su conjunto arroja un significado global, basado en el equilibrio, la relación y la conexión entre dichos componentes. Entonces, la coherencia regional, desde la perspectiva de la DPA, está relacionada con el significado del contenido de una región desde el punto de vista político-administrativo.
3.1.2. Resultados Índice de Coherencia Regional

Criterios e indicadores ponderados (Cuadro Nº 1) fueron ingresados a la fórmula de Índice de Coherencia Regional, expresión del comportamiento global que aquéllos. El ICR expresa un valor entre 0 y 1, donde los valores cercanos a 1 hablan de una coherencia máxima entre todos los indicadores, y los próximo a 0 de una coherencia mínima. Los resultados globales se presentan en el Cuadro Nº 4 y se grafican, según cuartiles, en el Mapa Nº 1:

CUADRO Nº 4

Resultados Globales Índice de Coherencia Regional
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Fuente: Estudio PUC
MAPA Nº 1
Cuartiles Índice de Coherencia Regional
[image: image4.emf]
Fuente: Estudio PUC
A nivel nacional, no existen diferencias muy marcadas en cuanto al indicador global de coherencia de las regiones. En efecto, si se considera que el valor medio de coherencia regional corresponde a 0,471, de las 13 regiones que componen el país, 6 se encuentran sobre este valor y las 6 restantes bajo él. Es decir, no existen diferencias significativas. El siguiente mapa muestra los resultados obtenidos para cada región.


3 regiones presentan un bajo nivel de coherencia: Atacama, Aysén y Magallanes. Las dos primeras deben su clasificación al bajo valor obtenido en el criterio medio natural. En el caso de Magallanes, su condición se debe a la baja puntuación obtenida en el criterio administrativo y servicios públicos.

Las regiones de Tarapacá, de O’Higgins y del Biobío, por su parte, tienen un alto nivel de coherencia. Ello debe a que alcanzaron altos valores en los criterios que poseen las más altas ponderaciones en el modelo (Cuadro Nº 1). En el caso de Tarapacá, el criterio económico-productivo, el demográfico territorial y el de identidad y realidad sociocultural arrojan altas puntuaciones. O’Higgins obtuvo altos valores en el criterio demográfico territorial y en el criterio económico productivo. Lo mismo ocurrió con Biobío.


Finalmente, las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago y de la Araucanía son las que obtuvieron una clasificación muy alta en el indicador de coherencia regional. Esta situación se explica también por los altos valores alcanzados en los criterios económico productivo y demográfico territorial.

Cabe mencionar que el ICR debe ser analizado y explicado en función de sus componentes individuales e interpretado en su globalidad a partir de cada uno de ellos. En otras palabras, existe una coherencia por criterio y otra que trata de aunar a todos los criterios.
A continuación, se describen los principales resultados obtenidos de la operación descrita. Dichos resultados se entregan de acuerdo a tres niveles de interpretación, a saber: criterios por macrozona, índice de coherencia regional y, finalmente, clasificación de regiones de acuerdo a las tipologías.
3.1.3. Análisis de criterios por macrozona 

3.1.3.1. Criterio demográfico territorial

En la Macrozona del Desierto, la región que presenta el valor más alto corresponde a la de Tarapacá. Esto se explica por los altos valores en el indicador de migraciones intrarregionales, presentando esta región el grado más alto de atracción demográfica, con un 10,8% de población que residía en una comuna de otra región y que, de acuerdo al Censo 2002, migró a Tarapacá.

La región que presenta el mayor valor en la Macrozona Faja Central Metropolitana corresponde a la de O’Higgins, con un 0,129. Esto se explica por los altos valores en el indicador de superficie regional, la que alcanza al 2,15% del total de la macrozona. Las regiones Metropolitana de Santiago y Valparaíso poseen valores iguales en este criterio, lo que se debe a la similitud en los indicadores de población urbana, que en el caso de Valparaíso es de 91,5% y en la Región Metropolitana de 96,9%, siendo éste, también, el valor más alto a nivel nacional.
En la Macrozona Productiva Exportadora, la región que posee el valor más alto en este criterio corresponde a La Araucanía, con un 0,137. Esto se explica, en primer lugar, por el indicador de dispersión intrarregional, en que esta región presenta el valor más alto (1,01), lo que sugiere un alto grado de eficiencia en el uso de su territorio.
La Macrozona de los Lagos y Canales Australes se caracteriza por tener las mayores superficies respecto al resto de las regiones del país. El valor más alto en el criterio demográfico territorial lo obtiene la Región de Aysén. Esto se explica, principalmente, por su comportamiento en el indicador de dispersión, en que obtiene un valor medio de 0,6. La región posee también un valor de población urbana importante: 80,04%.
3.1.3.2. Criterio medio natural 

Los valores obtenidos en este criterio para la Macrozona del Desierto (regiones de Tarapacá, Antofagasta, Coquimbo y Atacama) corresponden a los más bajos de todo el país. Esto se encuentra determinado, principalmente, por los bajos valores en el indicador de superficie agrícola, causados por las condiciones geográficas del territorio, que no permiten la realización, en extensas superficies, de actividades relacionadas con la agricultura. El valor más alto a nivel macrozonal corresponde a la Región de Coquimbo (95%), debido principalmente a sus condiciones favorables a la agricultura. La región presenta también el mayor porcentaje de superficie de bosques en la macrozona (4,5%).

El valor más alto en la Macrozona Faja Central Metropolitana corresponde a la Región del General Libertador Bernardo O’Higgins, con un resultado de 0,107. Esto se debe, principalmente, a los indicadores de superficie de bosques (73,7% de la superficie regional). Otro factor que influye es el alto valor de PIB minero (indicador 0,62), relacionado directamente con las actividades asociadas al cobre.

Los valores del criterio en la Macrozona Productiva Exportadora se presentan en general homogéneos, radicando las diferencias, principalmente, en la región del Maule, que adquiere el valor más alto; esto se debe a que posee una mayor superficie agrícola (90,85%). Por su parte, el alto valor obtenido por esta región en el criterio medio natural se explica por una alta coherencia de los límites regionales con las cuencas hidrográficas.

Los valores de la Macrozona de los Lagos y Canales Australes, al igual que los de las regiones que componen la Macrozona del Desierto, corresponden a los más bajos a nivel país. Esto se encuentra determinado en gran medida por los indicadores que tienen relación con las condiciones climáticas.
3.1.3.3. Criterio económico productivo

En la Macrozona del Desierto, la región que presenta el valor más alto en este criterio corresponde a la de Tarapacá, con 0,164. Esto se explica, en gran medida, por el porcentaje de población que participa en actividades terciarias (82,32%).
Tanto la Región de Valparaíso como la Metropolitana presentan un valor de 0,148 en este criterio, el más alto dentro de la Macrozona Faja Central Metropolitana.
En la Macrozona Productiva Exportadora, es la Región del Biobío la que posee el mayor valor del criterio (0,111). Esto se explica, en gran parte, porque la región presenta altos valores en casi todos los indicadores.

La región que obtiene el valor más alto en la Macrozona de los Lagos y Canales Australes, es la de Los Lagos. Esto se debe a sus altos valores en los indicadores de interacción económica regional, infraestructura estratégica y conectividad intrarregional.
3.1.3.4. Criterio identidad y realidad sociocultural 

La Región de Tarapacá obtiene el valor más alto de la Macrozona del Desierto (0,114). Esto se debe, en primer lugar, a la elevada tasa de organizaciones comunitarias que registra (indicador 30,855). En los indicadores de población con educación universitaria y de inscritos en los registros electorales, también posee altos valores (15,4% y 72,2%, respectivamente). El valor más bajo lo obtiene la Región de Coquimbo, debido a su porcentaje considerablemente menor de población con educación universitaria a nivel macrozonal (10,4%), y su baja tasa de inscritos en los registros electorales (68,5%). 
La Región de O’Higgins registra el valor más bajo de la Macrozona Faja Central Metropolitana, debido principalmente a su bajo indicador de población con educación universitaria (sólo 7,4%). También influye la escasa presencia de establecimientos de educación superior (sólo 33 instituciones).
Tanto la Región Metropolitana de Santiago como la de Valparaíso presentan valores similares en este criterio, encontrándose las diferencias en el indicador de tasa de organizaciones comunitarias, en que la Metropolitana tiene el valor más bajo del país (tasa de 7,11%). También se presenta una diferencia importante en la inscripción electoral, la que es comparativamente menor en la Región Metropolitana de Santiago (67,1%).

El valor más bajo de la Macrozona de los Lagos y Canales Australes lo presenta la Región de Los Lagos. Esto se debe a su bajo índice de población con educación universitaria (9, 11%). De la misma forma la tasa de inscripción electoral es comparativamente baja (75,4%) en relación con Aysén y Magallanes. Por su parte, el valor más elevado en el criterio, dentro de la macrozona y del país, lo obtiene la Región de Aysén (31,45%). A la vez, esta región posee los valores más bajos en el indicador de población con educación universitaria (9,3%), y su indicador de instituciones de educación superior es el más bajo del país (sólo 3 institutos).
3.1.3.5. Criterio administrativo y servicios públicos 

Es la de Atacama la región de la Macrozona del Desierto que muestra el valor más alto en este criterio (0,128). Esto se explica por el bajo indicador de accesibilidad a servicios del Estado, (horas de viaje a servicios), de 0,89. Esta cifra se diferencia considerablemente del 3,26 obtenido por la Región de Tarapacá.
Dentro de la Macrozona Faja Central Metropolitana, el valor más alto es obtenido por la Región de O’Higgins (0,107), lo que se explica por el valor positivo que presenta en la variable de accesibilidad a servicios del Estado.


En la Macrozona Productiva Exportadora, la región que posee el mayor valor es la del Maule, cuestión que se relaciona directamente con el su indicador de accesibilidad a servicios, de 0,58, que se puede leer como menores tiempos de viaje a servicios del Estado.

El valor más alto de la Macrozona de los Lagos y Canales Australes corresponde a la Región de Los Lagos, con 0,075. Esta cifra se explica por el indicador referido a las horas de viaje de acceso a servicios (1,67). Este valor difiere en forma importante de las horas de viaje de las regiones de Aysén y Magallanes, de 4,05 y 4,35, respectivamente.
3.1.4. Análisis tipológico de la Coherencia Regional

3.1.4.1. Determinación de conglomerados y clasificación de regiones

Tal como se detalla en la metodología, a partir de los resultados obtenidos de la aplicación del Índice de Coherencia Regional, se realizó un análisis de agrupamiento jerárquico, con el objetivo de reconocer tipologías de regiones que tuvieran comportamientos homogéneos de acuerdo a cada criterio del modelo. Los conglomerados resultantes son los indicados en el Cuadro Nº 5.describen a continuación y se muestran en el mapa Nº 2:
CUADRO Nº 5
Conglomerados de Regiones, según Índice de Coherencia Regional
[image: image5.emf]
Fuente: Estudio PUC
De acuerdo con los resultados expuestos, los 4 conglomerados fueron caracterizados, según se describe a continuación. se denominan y describen los conglomerados, mismos que se grafican en el Mapa Nº 2 (página siguiente):

Conglomerado 1: “Base económica especializada y medio natural adverso”


Esta tipología agrupa a las dos regiones del extremo norte del país. Ambas poseen un alto desarrollo económico y productivo, basado en el desarrollo de actividades de servicio y pesca, en el caso de Tarapacá, y en la gran minería y los servicios relacionados con ella, en el caso de Antofagasta. También presentan el aspecto negativo de este conglomerado, dados sus bajos índices en el criterio de Medio Natural, que reflejan la ausencia de la mayor parte de los recursos naturales evaluados, como también en razón de sus características físicas adversas, relacionadas con la presencia de la zona norte del Desierto de Atacama.
Conglomerado 2: “Regiones con alta presencia de organizaciones comunitarias y accesibilidad limitada”


El segundo conglomerado está conformado por las dos regiones del extremo sur del país: Aysén y Magallanes. Se trata de territorios con serios problemas de accesibilidad, en razón de las desfavorables condiciones climáticas y físicas que hacen que la comunicación, tanto intra como interregional, se vea dificultada.
Conglomerado 3: “Distribución equilibrada de asentamientos y capital social básico”


Las regiones que componen este conglomerado corresponden a Coquimbo, Atacama, O’Higgins, Maule y Araucanía. Se trata de territorios que no presentan demasiadas barreras naturales o físicas para el establecimiento de poblados en la mayor parte de su superficie y, por tanto, para el desarrollo de actividades que requieren amplios espacios para su desarrollo, como las silvoagropecuarias.
Conglomerado 4: “Regiones económico-productivas dinámicas y administrativamente fragmentadas”


Este conglomerado se compone de las regiones de Valparaíso, Metropolitana, Biobío y Los Lagos.  Ellas se caracterizan por ser los principales polos de desarrollo del país y, por lo tanto, generadoras de actividades económicas complementarias, lo que se refleja en los altos resultados obtenidos en los indicadores del criterio Económico-Productivo.
MAPA Nº 2

Conglomerados de Regiones, según Índice de Coherencia Regional
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3.1.4.2. Consideraciones finales análisis de conglomerados
Las homogeneidades que definen las tipologías descritas, permiten establecer potenciales y necesidades comunes a grupos de regiones. Esto sugiere una buena oportunidad para la gestión de dichos potenciales y necesidades, mediante el uso de las herramientas de asociación entre Gobiernos Regionales, disponibles en la Ley Nº 20.035. Como una acción complementaria y en el mismo sentido, se propone realizar análisis de conglomerados, como los aquí efectuados, para los niveles provincial y comunal. Todo ello fomentaría la consolidación de polos y corredores productivos, así como la instalación de condiciones favorables al desarrollo endógeno, independientes de los límites propuestos por la DPA., lo cual debería ser reforzado mediante la incorporación de estas consideraciones en las estrategias regionales y planes de desarrollo locales. No obstante esto último, el objetivo principal de dicho desarrollo debe ser la construcción de una base económica, social y cultural diversificada, que no propenda a una dependencia de una sola actividad o recurso. Esto último se refiere principalmente al conglomerado “Base económica especializada y medio natural adverso” y la alta dependencia que presenta de una actividad de base no renovable, como la minería.

Los índices de participación de la ciudadanía en actividades y grupos comunitarios, son  extremadamente bajos en la mayor parte del país. Sólo se excluye de esta situación el conglomerado “Regiones con alta presencia de organizaciones comunitarias y accesibilidad limitada”, que incluye sólo a dos regiones, geográficamente muy extensas y, a la vez, poco pobladas. Teniendo presente esta realidad, parece necesario avanzar en el conocimiento de, por una parte, las determinantes socio-territoriales que limitan y, por la otra, aquellas que podrían incentivar el que la población se involucre en los asuntos relacionados con el bien común.
3.2. Resultados etapa II: análisis prospectivo 
El llamado análisis prospectivo tuvo como finalidad profundizar en ciertas dimensiones del desarrollo social, político y económico de las regiones, que no fueron consideradas en el modelo de coherencia regional y que, por extensión, no corresponden a criterios de la actual DPA. El valor de este trabajo es, precisamente, avanzar en la instalación de nuevos elementos de análisis y evaluación de la DPA, en el entendido que ésta debe ser una actividad permanente, entre cuyos objetivos estará incorporar los efectos que una medida político-administrativa (trazado de la DPA y acciones asociadas) tendrá sobre las realidades territoriales. Lo anterior pasa por entender a la DPA como un sistema complejo, que involucra no sólo los límites de las diferentes unidades que la componen, sino sobre todo la realidad intra e interregional.
En esta etapa, se consideraron las dimensiones y criterios que, a juicio del equipo consultor y la contraparte técnica, resultan relevantes para evaluar la DPA en la actualidad. Dicen relación con: la identidad territorial, la representatividad electoral, los territorios fronterizos y la competitividad regional. Estas dimensiones pueden ser apropiadas para conocer y evaluar la relación de interdependencia entre la DPA –como medida político-administrativa– y la realidad de las regiones en cierto momento de su desarrollo.
Como resultado del análisis efectuado en esta etapa, se propone evaluar, en el marco de la actual DPA, la posibilidad de abrir el espacio para iniciativas orientadas a un modelo de gestión y administración flexible, que trascienda tanto los límites como las funciones de gobierno y administración de cada unidad. Actualmente, esta finalidad se cumpliría mediante el asociativismo intermunicipal. En el nivel regional, debería permitirse la misma modalidad, cuya formalización pasa por reformas legales, no obstante existir algunas herramientas disponibles en la Ley Nº 20.035.
Hablamos de avanzar en consolidar la actual DPA, más que de seguir fragmentando al país en unidades que, por un lado, tienen un alto costo de partida y, por otro, no prometen claramente resultados en materia de desarrollo y calidad de vida, mismos que, por lo demás, sólo podrían visualizarse en un futuro lejano. Esta última es una de las grandes contradicciones que tiene la “salida fundacionista” a los problemas del desarrollo; esta contradicción se refiere al hecho que los actores de la sociedad civil esperan que la creación de nuevas regiones entregue respuestas rápidas (y hasta inmediatas) a problemas que sólo se solucionarán en el largo plazo y cuyas soluciones, a la vez, no son necesariamente consecuencia de una simple medida político-administrativa.
3.2.1. Elementos identitarios 

Actualmente, la histórica demanda de identidad unitaria nacional por parte del Estado, asociada a los procesos de globalización, choca con la diversidad que caracteriza a la construcción social del país, visible en la demanda por reivindicaciones y en el surgimiento de identidades territoriales sub-nacionales que, legítimamente, pueden alejarse de la compleja búsqueda de la identidad nacional. Las tendencias mundiales en materia de fortalecimiento de identidades regionales y locales, asociadas a los procesos de globalización, imponen a nuestro Estado el deber de saber responder a una creciente necesidad de encontrar o redescubrir referentes identitarios próximos a las comunidades que componen el país.
En este contexto y queriendo complementar los resultados obtenidos en el criterio de identidad y realidad sociocultural del Índice de Coherencia Regional, se realizó un análisis cualitativo y prospectivo que consideró otros aspectos identitarios relevantes, como: el cambio de paradigma histórico en la construcción del sistema regional, la crisis de las regiones tradicionales y la formación de nuevas identidades territoriales. A lo anterior se agrega una reflexión acerca del panorama regional emergente y cómo se forja, en la actualidad, una nueva manera de construir identidad que no necesariamente se condice con los límites administrativos vigentes.
Este nuevo panorama nos permite ofrecer la conjetura de que las identidades sociales territoriales chilenas irán transitando en cada uno de los continuum que identificamos. Se irán afincando más en lo distintivo, en lo proyectual y en los sentimientos de arraigo e irán perdiendo lo imitativo, la reclusión en el pasado y la proveniencia desde fuera. Los conflictos étnicos, los conflictos ambientales locales, las demandas contra el centralismo y en favor de proyectos empresariales regionales, apuntarán a la paulatina sustitución del tradicional Estado-Nación por un Pueblo-Nación, estructurado con más prestancia de las regiones, los grupos locales y la diversidad étnica y social de Chile.
Por otra parte, el éxito de las nuevas movilizaciones –ya cosechan muchos triunfos– irá fortaleciendo estas nuevas identidades regionales y locales. Hay una relación entre éxito e identidad que, con toda seguridad, constituirá una suerte de causación circular virtuosa, soporte a la transformación.
La identidad regional se enfrenta, entonces, a una nueva realidad que sobrepasa la División Político-Administrativa y que, a través de la asociatividad en torno a aspectos productivos, económicos o de otra índole, derivará en la formación de nuevas identidades territoriales relacionadas con la emergencia de polos o complejos económicos exportadores y, de paso, contribuirá a elevar los niveles de vida de muchas personas y a reducir los índices de pobreza de otras tantas.
En este marco, las identidades territoriales parecen encontrarse ad portas de una transformación, la que sin embargo –hasta aquí, al menos–, permanece más como una posibilidad que como un logro. Desde un país de enorme diversidad geográfica y una notable homogeneidad cultural centralmente “manufacturada”, todo indica que iremos transitando hacia una nación más claramente amalgamada en la diversidad. Hacia allá parece empujar el desarrollo económico en un marco liberal. La competitividad es, en parte importante, una cuestión de relevar y aprovechar territorios, recursos humanos, sociales y naturales y, en general, acervos locales y regionales. De hecho, la economía actual y sus retos representan, quizás, el principal soporte racional de las identidades territoriales que irán surgiendo en las regiones del país.

La DPA debe ser funcional a este contexto, debe tener capacidad de anticipación ante movimientos que pongan en relieve la defensa, protección o valoración de las particularidades regionales y locales, en la prospectiva de una retroalimentación con dichos movimientos, haciéndose cargo de los objetivos, tendencias y principales motivaciones de los actores involucrados.
3.2.2. Representatividad electoral 

Para este aspecto del estudio, se realizó un análisis de la representatividad electoral regional, tomando como base los elementos fundamentales que componen un sistema electoral (tipo de sistema, magnitud de los distritos, fórmula matemática, barreras o umbrales de entrada, entre otros). Estos elementos permitieron realizar un análisis crítico del sistema electoral chileno, en el contexto de la DPA vigente, además de establecer una serie de propuestas orientadas a corregir las distorsiones que el sistema presenta actualmente.
Nuestro país debiera adoptar un diseño institucional que no sea inter-temporalmente rígido, sino que se ajuste a los cambios en los patrones de población, y que se construya sobre una lógica de representación regional que busque minimizar la sobrerrepresentación existente, o que la favorezca, pero respondiendo a ciertos criterios geo-políticos y estratégicos que gocen de consenso. La tendencia internacional apunta a permitir una sobrerrepresentación regional por razones geopolíticas o históricas en una de las cámaras parlamentarias, nunca en ambas.
A nuestro juicio, nuestro Congreso Nacional se ubica en la categoría de las asambleas meramente transformadoras de políticas públicas, pues del análisis de normas legales y constitucionales es posible apreciar las restricciones o limitaciones que lo afectan y que limitan su poder parlamentario.

Luego, si tenemos, por una parte, un sistema electoral poco legitimado y permanentemente rechazado, y, por otra, un procedimiento de formación de la ley que no contribuye al prestigio y fortalecimiento del trabajo parlamentario, la consecuencia es el creciente desprestigio de la actividad parlamentaria.

A la luz del panorama actual de representatividad electoral, creemos que sería útil explorar caminos que contribuyan a un fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en el trabajo legislativo, lo que, de paso, ayudaría a sacudirse de la imagen de secretismo y centralismo que caracteriza el proceso legislativo y lo transforma en una actividad de élite, crecientemente despreciada por la opinión pública.


Así, por ejemplo, podrían incorporarse gradual pero formalmente en el ordenamiento legal y constitucional que rigen la formación de la ley, herramientas como las siguientes:

· Iniciativa popular de ley, de manera tal que exista la posibilidad de que las organizaciones de la sociedad civil tengan la oportunidad de sugerir materias que deseen se discutan en el Congreso Nacional y puedan llegar a transformarse en ley de la República.

· Flexibilización y mayor difusión de las audiencias públicas: actualmente, cada vez que se discute un proyecto de ley, cuando se encuentra en la fase de discusión en comisiones existe la posibilidad que distintas personas invitadas puedan formular sus observaciones, críticas, aportes e inquietudes; sin embargo, esta oportunidad se encuentra muy limitada, es de difícil acceso, y de poca difusión entre las organizaciones de la sociedad civil. A fin de no entorpecer y demorar el trabajo legislativo con infinitas participaciones ciudadanas, podría buscarse un mecanismo de selección previa, de modo de asegurar que concurran a las comisiones quienes puedan hacer aportes relevantes y/o representativos.

Chile tiene un diseño atípico en las democracias consolidadas y hay evidencia suficiente para argumentar que dicho diseño, además de distorsionar el principio de “un hombre, un voto”, genera distorsiones en las políticas públicas. Mientras menos atención se ponga a este principio, más difícil será lograr que los electores perciban que el diseño institucional responde a una lógica de acercar la política a los ciudadanos. Queda para la discusión futura la forma en que se resolverá el asunto de la representatividad en el caso de la recientemente creada Región de Arica y Parinacota; ésta presenta un enorme desequilibrio entre sus dos provincias o, más precisamente, entre la ciudad capital y el resto de la región: ¿la sobre representación que allí pueda darse tendría los mismos efectos si ésta se analizara interregionalmente?
3.2.3. Territorios fronterizos 

Éste fue uno de los factores fundamentales que sustentaron el diseño de la DPA de los años ’70 y heredado (con modificaciones) hasta la actualidad. Se estimaba que “una región constituía una parte del territorio nacional con características determinadas que debía facilitar el desarrollo económico y social del país, además de asegurar la integración del territorio nacional” (CONARA, 1976). Bajo este esquema, las zonas fronterizas poseían especial interés para los objetivos de administración del Estado.

En este punto abordamos la relación existente entre los objetivos planteados por el proceso de Regionalización y la pertinencia del concepto de territorios fronterizos, desde una mirada actual, esto es muy cambiada, sobre las relaciones entre seguridad nacional, desarrollo y fronteras. Para ello, se analizaron las siguientes variables relativas a la situación actual de poblamiento de las zonas fronterizas (comunas) del país, a saber:

· Índice de Desarrollo Humano de comunas fronterizas (IDH)

· Densidad de población comunal

· Crecimiento demográfico comunal intercensal 

· Localización de pasos fronterizos

En la actualidad, el argumento de la seguridad nacional, vista desde las actuales necesidades de defensa e integración que tienen los países, mantiene su importancia en vista de los imperativos que impone el escenario de intercambios y de la “nueva economía” que aparejan a la globalización. En este contexto, adquiere relevancia el concepto de región transfronteriza, a la hora de planificar aquel desarrollo en cuyo marco se busca optimizar las relaciones de cooperación, estableciendo sinergias que permitan a los territorios resolver, en conjunto, aspectos económicos internacionales, de transporte, así como la circulación de bienes, servicios y personas (Arenas, 2007
).
En este sentido, y sin desmedro de lo expuesto anteriormente, es que los espacios fronterizos mantienen su relevancia desde un punto de vista económico, estratégico y geopolítico, por lo que el objetivo de seguridad nacional anclado en el fundamento de la “integración del territorio nacional”, debe seguir sustentando la evaluación de una DPA. Este objetivo, entendido desde la necesidad de la disminución de los riesgos asociados a la seguridad de fronteras físicas, se puede lograr a través de diferentes formas de ejercer soberanía, de manera de disminuir las posibilidades que surjan conflictos que pongan en riesgo la integridad del territorio. Lo anterior debería expresarse en una estrategia constante, orientada al mejoramiento de las condiciones de vida de la población en zonas fronterizas, disminuyendo las condiciones de aislamiento relativo de las unidades administrativas dentro de su contexto regional, y destinada también a consolidar el poblamiento de esos territorios, reconociendo sus características culturales, sociales y geográficas propias.
Transformar las fronteras en un factor de integración territorial, en lugar de hacer de ellas una línea divisoria en el sentido tradicional, significa, sin duda, un esfuerzo práctico –financiero, para crear las condiciones de infraestructura y otras necesarias para reducir la fricción de la distancia y la opacidad de la frontera (rutas, pasos fronterizos bien habilitados, procedimientos aduaneros con control de la carga en origen y posibilidad efectiva de seguimiento posterior, etc.)–, pero debe significar, ante todo, un esfuerzo de largo plazo tendiente a producir un cambio de visión respecto de la importancia que poseen los espacios fronterizos como áreas de transición y control de flujos de bienes, servicios y personas. En el escenario económico y político internacional, cada vez será más necesario que el Estado intervenga con acciones concretas y, dentro de ellas, la DPA puede jugar un papel preponderante.
A partir del análisis de resultados, podemos mencionar que no hay una interdependencia clara y directa entre los diferentes valores registrados por el Índice de Desarrollo Humano (IDH) comunal y la localización de pasos fronterizos. Ello deja en claro que, si bien dichos pasos pueden ser un elemento de atracción (de población y actividades económicas), estos por si solos no generan las condiciones que el diseño de la DPA persiguió, esto es, la integración efectiva de dichos territorios al proceso de crecimiento que experimentaba la nación.
En este sentido, más altos valores de IDH no estarían relacionados sólo con las posibilidades físicas de integración fronteriza, sino que responderían, más bien, a una suma de factores geográficos, físicos y económicos. Así, el IDH se encontraría relacionado con la tipología e intensidad de las actividades económicas que se realizan en la diversidad de territorios fronterizos. De este modo, los resultados plantean la necesidad que la DPA siga siendo un instrumento de gestión operativa y más funcional, que potencie las acciones y las actividades económicas y, de este modo, se induzcan los procesos de “mejor” poblamiento, mejor administración, mayor identidad local y en definitiva, logro de una soberanía más efectiva. Sin perjuicio de este planteamiento, se puede agregar la posibilidad de evaluar, la idea de equidad de integración transfronteriza, en vista de algunos desequilibrios observados, en particular, en la Región de Atacama.
En base a los resultados obtenidos se plantea que, en términos generales, las decisiones del Ejecutivo respecto a la DPA en zonas fronterizas, deben evitar la fragmentación de las administraciones locales, particularmente en aquellas regiones con coherencias regionales altas y muy altas (Índice de Coherencia Regional). Esto no impide la posibilidad de evaluar, por ejemplo, el rediseño de los límites de  aquellas comunas que se extienden desde el valle central hasta la frontera andina, particularmente en la que denominamos Macroregión Productiva Exportadora. Asimismo, se plantea la posibilidad de evaluar la creación de nuevas comunas, en los límites fronterizos de las regiones en que aquéllos están formados por comunas de gran extensión y/o en las regiones que poseen un Índice de Coherencia Regional bajo o medio (Macroregión del Desierto). Este planteamiento incluye la posibilidad de, simplemente, modificar límites sin aumentar el número de comunas.

En efecto, una intervención en la DPA intrarregional puede ayudar de forma importante a las funciones de administración y gobierno del nivel regional. Modificando límites provinciales y comunales, será posible potenciar y mejorar la llegada del Estado a los habitantes.
3.2.4. Competitividad regional 

De acuerdo con lo establecido por SUBDERE (2003), la competitividad regional es entendida como la capacidad o potencial del sistema económico regional para generar y mantener, en forma sostenida, el crecimiento del ingreso per cápita de sus habitantes; esta capacidad es medida por el Índice de Competitividad Regional, indicador diseñado al efecto, que permite reconocer las potencialidades que tienen las regiones para promover el desarrollo económico y social de quienes las habitan, detectar ámbitos con mayores o menores grados de fortaleza o debilidad, contribuir a delinear trazas para la formulación de políticas públicas y aportar antecedentes relevantes para que los actores regionales tomen como propias las tareas de mejoramiento de las condiciones de su región.
En 2005 y 2006, Chile se situó en el lugar 27 en el ranking de competitividad global elaborado por el Foro Económico Mundial, posicionándose como la economía con mejor desempeño dentro de sus pares latinoamericanos. Esto refleja una economía sólida, con mercados eficientes y una institucionalidad estable. Sin embargo, existen áreas en las que se presentan debilidades, tales como la inversión en innovación y desarrollo (I+D), el capital humano y la diversidad productiva. De acuerdo a la experiencia internacional, son justamente éstas las áreas claves de la competitividad y el crecimiento.
Según el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad (creado en 2005, bajo la presidencia de Ricardo Lagos) y su Estrategia Nacional para la Competitividad de las Regiones, hay tres pilares fundamentales sobre los que se debe trabajar en Chile: 1) Disminuir las brechas educacionales (con aumento significativo de la educación terciaria; 2) Realizar un mayor esfuerzo en I+D (mayor inversión); y 3) Impulsar la diversidad productiva (agregando conocimiento).

Para efectos del presente estudio, el Índice de Competitividad Regional fue utilizado de manera desagregada, analizándose los resultados obtenidos en los factores Resultados Económicos, Empresas e Innovación, Ciencia y Tecnología.

Los factores analizados arrojan resultados muy dispares entre las diferentes macrozonas y, al interior de éstas, entre las regiones. Esto denota la necesidad de desarrollar mecanismos que permitan nivelar las competencias al interior de las macrozonas, para alcanzar un desarrollo más equitativo entre las sus regiones, atendiendo las particularidades o vocaciones territoriales de cada una de ellas.
Para ello, el asociativismo regional en materia económica es un mecanismo que ha sido utilizado exitosamente en algunos países de Europa, como España, donde las estrategias e instrumentos de política de fomento productivo y empresarial de las Comunidades Autónomas (regiones) han impulsado la cooperación y asociación de empresas regionales (Alburquerque, 2000). Este estímulo de iniciativas de cooperación o asociación estratégica se desarrolla a través de empresas y es utilizado para acceder a servicios avanzados o para mejorar posicionamientos competitivos en los mercados.

En el caso chileno, estos postulados respecto al asociativismo fueron abordados por la autoridad, por medio de la modificación a la Ley N° 20.035, promulgada en 2005. La reforma estableció nuevas competencias de los Gobiernos Regionales, autorizándolos a asociarse con otras personas jurídicas para incorporarse o formar corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro. El objeto de estas asociaciones puede ser cualquier actividad o iniciativa que contribuya al desarrollo en los ámbitos social, económico y cultural de la región.

Un claro ejemplo de avance en esta línea lo componen las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo, definidas sobre la base de la vocación productiva regional. Estas agencias buscan establecer una visión estratégica de desarrollo productivo regional y sentar las bases para guiar acciones de emprendimiento y fomento, tanto públicas como privadas. A este respecto, proponemos la integración de actividades económicas traspasando los límites establecidos por la DPA vigente. Esto permitiría ampliar las posibilidades de desarrollo más allá de la individualidad regional, utilizando nuevas formas de planificación más flexibles, que apunten al asociativismo, y que tengan una visión macrorregional. Lo anterior se condice con uno de los objetivos que tienen las agencias, el cual es propender al desarrollo de cadenas productivas o clusters regionales y locales. Si más participantes de las cadenas productivas (no necesariamente circunscritas a los límites político-administrativos) son dotados de los instrumentos de fomento productivo, innovación y apoyo al emprendimiento disponibles, se estarán integrando más territorios a dichas cadenas y, por ende, se estarán mejorando las condiciones económicas de la escala local (en este nivel, en general, los emprendimientos son tipo PYME´s, fuente importante de empleo regional).

Mirando ahora el desarrollo futuro, la innovación debería orientarse, principalmente, a la incorporación de los recursos humanos como factor esencial para la mejora de la productividad y la diversificación de la economía. Para ello, es necesaria una reforma profunda a la educación, que permita mejorar los niveles de capital humano, para responder a los desafíos que impone un futuro marcado por la competencia y centrado en el conocimiento y la innovación como herramientas fundamentales para crear valor, tanto en aquellas áreas en las que poseemos ventajas comparativas como en aquellas que pueden desarrollarse a través de ventajas competitivas adquiridas.
De acuerdo a lo que señala la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad, se han establecido algunas consideraciones para el fomento de la competitividad de las regiones. Estos lineamientos relevan la importancia de las regiones como base de una estrategia a nivel país. Sin embargo, para que ello ocurra, es necesario potenciar las ventajas competitivas locales de cada una de esas regiones. Dado esto, uno de los objetivos principales de la estrategia es abordar con especial énfasis el desarrollo de la institucionalidad y la participación de las regiones, tanto en la generación de las estrategias de innovación locales como en su aplicación.
3.2.5. Síntesis de propuestas etapa prospectiva 


El siguiente Cuadro Nº 6 resume las propuestas realizadas para cada una de las dimensiones que consideró esta etapa.
CUADRO Nº 6

Resumen de Porpuestas Etapa 2 (Prospectiva)

	Tema
	Propuesta para evaluar DPA

	Elementos

Identitarios
	 -Conformación de identidades regionales asociadas a polos productivos y elementos comunes entre regiones. 

- Integración social sin pérdida de la diversidad social.

- La DPA, debe mediar entre los procesos globales “devastadores”, propendiendo al desarrollo sustentable (equilibro entre base económica- productiva y medio natural y social). 


	Representatividad

electoral
	-Solucionar problema de sub y sobre representatividad electoral, por medio del aumento en número de parlamentarios. 

- Hacer más estricto el régimen de inhabilidades para quienes postulen al parlamento. 

- Profundizar en los mecanismos de electoral para asegurar de forma efectiva la relación del candidato con la región.

- Generar mecanismos legales que fomenten la competencia al interior de los partidos políticos. 



	Territorios fronterizos
	- Evaluar límites de comunas fronterizas, con el fin de mejorar la intervención del Estado. 

- Mejorar y aumentar infraestructura fronteriza para aumentar la cantidad y calidad de los pasos actuales

- Potenciar la ocupación de los territorios de frontera a través de subsidios y otros incentivos con el objetivo de consolidación efectiva de la soberanía.



	Competitividad

Regional
	- Nivelar competencias (innovación, empresas y oportunidades de desarrollo económico fundamentalmente) al interior de macrozonas.

- Agrupación económica funcional más allá de la DPA



Fuente: Estudio PUC
4. CONSIDERACIONES FINALES: UNA MIRADA A LA DPA FUTURA
Aunque los criterios utilizados para el diseño de la División Político-Administrativa instalada a partir de 1974 siguen vigentes y son parámetros principales para evaluarla, es también cierto que el panorama nacional ha cambiado en muchos aspectos y que el Ejecutivo recibió una serie de críticas tras la puesta en vigor de las nuevas regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos, en 2007.
En este estado de cosas, es necesario revisar las distintas funciones que cumple la DPA y, junto a ello, los criterios que la sustentan. Deben distinguirse y priorizarse aquellas necesidades y potencialidades cuya gestión puede ser apoyada por un buen diseño de límites y las acciones a éste asociadas. Lo pertinente es esperar que la DPA tenga efectos sobre el sistema de Gobierno y Administración Interior, y sobre la administración territorial descentralizada.
Una revisión de los factores y aspectos que se toman en cuenta para la evaluación de la DPA, debe hacerse cargo de la multidimensionalidad y reciprocidad de las relaciones e interacciones que se generan en y entre los espacios regionales, provinciales y comunales. Esto es particularmente importante a la hora de evaluar la potencial creación de nuevas unidades político-administrativas: nuevas unidades necesariamente afectarán a las aledañas, positiva o negativamente, y esta influencia debe ser controlada para su reducción o potenciación, según el caso. Se trata de efectos políticos, económicos y sociales.
Sin perjuicio de lo anterior, una eventual reestructuración –actual o futura– de la DPA debe considerar elementos de identidad y empoderamiento territorial por parte de los habitantes. En efecto, se debe evolucionar de una concepción de los territorios político-administrativos como simples unidades de administración y gestión, a un concepto más amplio de plataformas territoriales funcionales al otorgamiento de poder y autonomía al capital social y funcional que en ellas exista.
La División Político-Administrativa debe plantearse con unos claros “por qué” (fundamentos) y “para qué” (utilidad), de manera que se la pueda entender como un instrumento y limitar las expectativas que generan sus modificaciones (cambios de límites, pero sobre todo creación de comunas y regiones). Estas claridades podrán guiar hacia modelos más o menos rígidos, entre los cuales se mueven las propuestas hechas en el presente trabajo.
La Figura Nº 3 y el Cuadro Nº 7 muestran, de manera resumida, los principales resultados del estudio.

FIGURA Nº 3

Resumen del Estudio

[image: image7.emf]
Fuente: Estudio PUC
CUADRO Nº 7

Resumen de Propuestas para Evaluar la DPA
[image: image8.emf]
Fuente: Estudio PUC

































































































































� Se ha privilegiado el uso de método de K-medias debido a que es el que presenta mejor rendimiento para la clasificación de los valores obtenidos en este estudio, debido a que permite procesar un número ilimitado de casos y el usuario puede definir la cantidad de conglomerados a obtener.


� Arenas, F. Antecedentes para el análisis del espacio geográfico chileno. (Texto en preparación), 2007.
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